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OPINIÓN N°. 020-2005/GTN
Entidad

:
Municipalidad Distrital de La Victoria 
Asunto                       :
Factibilidad de efectuar un acuerdo conciliatorio con empresa a la que se resolvió el contrato
Referencia

:
Oficio Nº 140-DAJ/MDLV
1. ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el Director de Asesoría Jurídica de la Municipalidad Distrital de La Victoria, en adelante la Entidad, remite el informe de fecha 10 de febrero, mediante el cual plantea la posibilidad de suscribir un acuerdo conciliatorio con una empresa a la que se le resolvió el contrato por incumplimiento de sus obligaciones, considerando además que, con motivo de la resolución, se convocó un nuevo proceso para la ejecución de las mismas prestaciones, suscribiéndose contrato con otra empresa, el cual también ha sido materia de resolución. 

2.
CONSULTA

La Entidad consulta lo siguiente:
“¿Es factible la suscripción de un acuerdo conciliatorio con la primera empresa a la que se le resolvió el contrato, considerando que con posterioridad a la resolución, la Entidad realizó un nuevo proceso de selección y otorgó la buena pro a otra empresa a la cual también le resolvió el contrato?”.
3. ANÁLISIS

Antes de iniciar el análisis, resulta importante precisar que, si bien con fecha 29.12.04 entró en vigencia el Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones del Estado y su Reglamento, aprobados mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM y Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, respectivamente, la Tercera Disposición Transitoria de dicho Texto Único Ordenado dispone que los procesos de adquisición o contratación iniciados antes de su vigencia, se rigen por sus propias normas; en ese sentido, toda vez que los hechos materia de consulta se derivarían de un proceso de selección y, consecuentemente, de la ejecución de un contrato celebrado bajo la vigencia del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado aprobado mediante Decreto Supremo Nº 012-2001-PCM, en adelante la Ley, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 013-2001-PCM, en adelante el Reglamento, el análisis a realizarse se efectuará en base a las disposiciones contenidas en dichas normas.

Sin perjuicio de lo expuesto, de conformidad con lo dispuesto por el inciso d) del artículo 59° de la Ley y el numeral 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 127-2002-PCM, las consultas que absuelve este Consejo Superior, son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1 De acuerdo con la documentación remitida, se desprende que la Entidad habría resuelto unilateralmente un contrato de servicios suscrito con una primera empresa (en adelante empresa A) debido al incumplimiento de las prestaciones a su cargo, siendo que a la fecha existiría en trámite ante el poder judicial una serie de acciones legales civiles contra dicha empresa, a efecto de cobrar una deuda pendiente derivada del contrato.

De lo expuesto se desprende que la resolución del contrato habría quedado consentida, dado que no se habría recurrido a ninguna de las vías de solución de controversias que prevé la Ley. 

Por su parte, a raíz de la mencionada resolución se habría efectuado un nuevo proceso de selección por el cual una nueva empresa contratista habría venido prestando el servicio; sin embargo, en este caso también se habría producido la resolución del contrato por causas imputables al contratista. 

Es el caso que, mediante el referido acuerdo conciliatorio se pretende dejar sin efecto la resolución del primer contrato y las acciones legales iniciadas para el recupero de las acreencias pendientes a favor de la Entidad, retomando la empresa el servicio en las mismas condiciones originales. 
3.2 Sobre el particular, de acuerdo con el artículo 144º del Reglamento, si alguna de las partes  falta al cumplimiento de sus obligaciones, la parte perjudicada podrá requerirla para que cumpla dentro del plazo previsto en dicha disposición y, en su caso, podrá resolver el contrato en forma total o parcial, pudiendo además hacer efectiva las garantías presentadas, siendo que, adicionalmente, la Entidad debe informar el hecho al CONSUCODE para la aplicación de la sanción correspondiente.

El mencionado artículo dispone también que, en caso surgiere alguna controversia respecto a la resolución del contrato, cualquiera de las partes podrá recurrir a los mecanismos de controversias previstos en la Ley, es decir la conciliación y el arbitraje.  

Al respecto, la figura de la conciliación prevista en el artículo 185º del Reglamento, establece que ésta debe ser previamente pactada en el contrato; caso contrario, se deberá aplicar de manera obligatoria el arbitraje previsto en el artículo 186º del referido cuerpo legal.

3.3 De la información remitida se advierte que las partes, producida la resolución del contrato, no habrían recurrido ni a la conciliación ni al arbitraje, para efecto de la solución de la controversia, por lo que se entiende que, en función a lo dispuesto en el artículo 140º del Reglamento, la liquidación que pudiera haber efectuado la Entidad a efecto de determinar el monto adeudado por el contratista quedó consentida (más aun cuando en el acuerdo conciliatorio materia de consulta, se establecería que la empresa contratista reconoce los “adeudos” a la Entidad, lo cual implica un reconocimiento de la deuda y que la resolución del contrato se ajustó a la normativa), por lo que al no poder recurrirse a los medios de solución de controversias previstos en la Ley y el Reglamento, se habría recurrido al poder judicial a  efecto de lograr el cobró de los adeudos a cargo de la empresa contratista. 
3.4 En efecto, producida la resolución del contrato, cualquier  discrepancia derivada de dicha resolución pudo resolverse mediante alguno de los mecanismos de solución de controversias que prevé la norma, siendo que una vez consentida la liquidación, debiendo haberse ejecutado las garantías otorgadas de existir adeudos a favor de la Entidad, y, en su caso, si éstas no hubieran sido ejecutadas, correspondía recurrir al poder judicial a efectos de solicitar su pago, tal cual habría sucedido en el presente caso.

3.5 Por su parte, en la medida que la resolución del contrato con la empresa A, ha generado que se tenga que satisfacer las necesidades pendientes, resulta válido que la Entidad, en cumplimiento de la normativa en  materia contrataciones y adquisiciones del Estado, proceda a realizar otro proceso de selección  para determinar al nuevo proveedor del servicio, constituyendo ésta, una nueva relación contractual, distinta a la anterior.
3.6 En este sentido, retomando la consulta formulada, en la medida que el primer contrato celebrado fue resuelto y habría quedado consentido según se desprende de los hechos descritos en la consulta, no cabe la posibilidad de restituir su vigencia mediante acuerdo conciliatorio ni mediante arbitraje alguno previsto en la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado.

3.7 Adicionalmente, debe considerarse que mediante la conciliación, las partes sólo podrán llegar a acuerdo respecto de la controversia suscitada, y en el caso concreto, respecto de aquello que hubiera dado origen a la resolución del contrato; sin embargo, mediante aquella no se podrá dejar sin efecto la resolución contractual, sino que en todo caso podrá acordarse que la Entidad inicie las acciones necesarias a efecto de lograr dicho objetivo, correspondiendo únicamente a la máxima autoridad administrativa de la Entidad dejar sin efecto dicha resolución. 

3.8 Sin perjuicio de lo señalado, en la medida que existiera un proceso judicial vigente sobre pago de adeudos a la Entidad, nada obsta para que en dicho proceso, y mediante las formalidades que correspondan al ámbito civil y considerando las responsabilidades que se encuentran de por medio, se pueda llevar a cabo un acuerdo conciliatorio sobre la materia discutida (pago de soles), más no sobre la posibilidad de dejar sin efecto la resolución contractual. 

4.
CONLUSIONES 
4.1 Dentro del marco de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, no existe posibilidad de suscribir un acuerdo conciliatorio con una empresa a la que se le resolvió el contrato por incumplimiento, a fin de que dicha empresa retome la prestación del servicio, teniendo en cuenta que tal resolución ya habría quedado consentida al no haberse recurrido en su momento a los mecanismos de solución de controversias que plantea la normativa, tales como la conciliación y el arbitraje.

4.2 Cualquier acuerdo conciliatorio que se inicie dentro del marco de los proceso judiciales, sólo podrán  versar sobre la materia discutida en dichos procesos, es decir, respecto del pago de soles, no siendo factible acuerdo alguno relacionado a la validez de la resolución del contrato. 








Lima, 04 de marzo de 2005
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